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Resol. Serie “C” N° 86
Expte. N° 2,946 – Año 2019 – Autos: “Ordoñez Navarro Nilda Carolina s/ Autorización para Radicar a la menor Matilda Gerardi Ordoñez en la Ciudad de Córdoba – Recurso por Retardo de Justicia”

Voto Dr. Gustavo Aldolfo Herrera con Adhesión de los Dres.: Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Carlos P.M. A. Lugonez Aignasse.
Santiago del Estero, treinta de diciembre de dos mil diecinueve.



Y Vistos:



Para resolver el recurso de retardo o denegación de justicia  articulado por la Sra Ordoñez Navarro Carolina a fs. 23/26  de autos;--------------------------- 



Y Considerando:


I) Que, corrida vista al Sr. Fiscal General, se expide a fs. 30 y vta de autos, estimando que no se ha configurado el retardo denunciado.------------------------


II) En la mencionada presentación se invoca el artículo 193º punto 1º inciso d) de la Constitución Provincial y manifiesta que este Alto Cuerpo es competente para atender esta petición. Que se encuentra próximo de vencerse un plazo que se estima perentorio y se trata de cuestiones de urgencia y gravedad por la naturaleza de los derechos comprometidos, que demandan una respuesta rápida y anticipatoria de la jurisdicción, puesto que, de no actuarse con la premura que el caso requiere los perjuicios a provocarse no serán suceptibles de reparación ulterior; por lo que requiere de la actuación ante éste Tribunal para salvaguardar garantías fundamentales como la del plazo razonable.--------------------------------------


Expresa, en relación al caso, que la actora solicitó la autorización para radicar a la hija menor de edad en otra provincia por cuestiones inherentes a una mejor perspectiva de índole económica y profesional. Que la acción se dedujo en fecha 06 de noviembre de 2017, ante la negativa del progenitor. Que la sentencia rechazando tal pedido, se emitió recien en fecha 03 de octubre del 2019 pese a que se trataba de un proceso sumarísimo por la naturaleza de la cuestión. Que emitida la sentencia se dedujo el recurso de apelación el 04 de octubre de 2019, siendo remitido a la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de 2º Nominación el 22 de octubre del año en curso. Afirma que en la misma fecha se presentó una ampliación del memorial de agravios (fs 11/14) en el cual se solicitó la producción extraordinaria de prueba.-------

Asimismo, estando pendiente la resolución del recurso ante la Cámara de Apelaciones, la accionante manifiesta que pidió una tutela anticipatoria urgente (fs 19/21) en fecha 06 de noviembre del 2019. Esta tenía por objeto que se le acuerde autorización provisoria para llevarse a la menor, puesto que la posibilidad de aceptar la oferta de trabajo en otra provincia fenecia el 01 de diciembre del 2019. Que el motivo de la queja se origina ante la situación de que no se dictara antes de ese plazo la sentencia resolviendo el recurso planteado, considerando que tal vía era la idónea para salvaguardar los derechos comprometidos en el caso.--------------------

Expresa que nunca se tuvo en cuenta la perspectiva de género para resolver la cuestión, pese a que está comprometido el derecho de la mujer a vivir una vida libre de todo tipo de violencia y el interés superior del niño, por lo que también se requirió la habilitación de días y horas, dando como fundamento la inminente expiración de la referida oferta de prestación de servicios y la necesidad de tutela efectiva y urgente.----

Afirma que la Cámara de Apelaciones no articuló respuestas efectivas y eficientes en este sentido, pese a los pedidos de acelerar el trámite y así evitar que se vulnere la garantía del plazo razonable; sobre todo atendiendo a los derechos que están en juego y que se encuentran amparados por convenciones internacionales. Que todo ello lleva a una clara situación de retardo de justicia al no urgirse el proceso conforme las circunstancias lo exigen y al privarse del servicio de justicia de no mediar una tutela al menos anticipatoria respecto de los derechos que están comprometidos.---------

III) Adentrados en el análisis de la cuestión traída a estudio, cabe determinar en primer lugar si se trata de materia que abre la competencia de este Máximo Tribunal. En este sentido la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero en su artículo 193º punto 1 inciso d), se refiere al supuesto de retardo o denegación de justicia y establece que el Superior Tribunal de Justicia tendrá competencia, de conformidad con las leyes que la reglamenten, para ejercer jurisdicción originaria y exclusiva en los recursos por denegación o retardo de justicia promovidos contra las Cámaras o sus miembros. Nótese que el artículo se refiere a los casos en que aquella situación se dé en el marco de la actividad de las Cámaras, sin hacer referencia al supuesto donde estén involucrados los juzgados de primera instancia.-----------

IV) Siguiendo con el análisis de la normativa procesal, el Código de Procedimiento Civil y Comercial de la provincia en su artículo 170º, se refiere a los casos en donde exista demora en pronunciar las resoluciones y en su inciso 2º claramente establece que “...Si la sentencia definitiva no pudiese ser pronunciada dentro del plazo establecido en el articulo 34º u otra disposición legal, el juez o tribunal deberá hacerlo saber a la Cámara de Apelaciones que corresponda o, en su caso, al Superior Tribunal de Justicia...”. Establece en igual sentido, en el penúltimo párrafo que, si la demora injustificada fuese de una Cámara, el Superior Tribunal impondrá una multa al integrante que hubiese incurrido en ella. Es decir, tanto de la normativa legal como de la constitucional, surge que la competencia de este Supremo Tribunal, está reservada, en el caso de que se configure un retardo o denegación de justicia, para evaluar la actuación de las Cámaras de Apelaciones, más no de los jueces de primera instancia, respecto de los cuales es competente la Cámara de Apelaciones que corresponda.------------------------------

En orden a la expuesto, y según surge de las constancias de autos, la accionante mediante el recurso por retardo de justicia pretende lograr se agilice el trámite en el tribunal de alzada y se resuelva su pedido, debido a que se encontraba cercana la fecha de expiración de la oferta de trabajo que motivó el pedido de autorización para erradicar a su hija menor en otra provincia, lo que abre la competencia de este Alto Cuerpo para el análisis.-----------------------------------------

En orden a verificar la pauta objetiva del acuse de retardo, surge de las constancias de autos que la accionante plantea el recurso de apelación en fecha 04/10/19, expresa agravios y cumplido el trámite recursivo en la primera instancia, se remiten los autos al Tribunal de Alzada en fecha 22/10/2019 (fs10), en la misma fecha amplia el memorial de agravios (fs 11/14). A fs 17 solicita habilitación de días y horas para el tratamiento del recurso y a fs 19/21, tutela anticipatoria en fecha 06/11/19, rechazando la Cámara de Apelaciones tal pedido a fs 22 en fecha 06/11/19, bajo el argumento de su incompetencia para expedirse. Tras esta última decisión , la accionante plantea la queja por retardo de justicia.---

Cabe señalar que, en atención a lo previsto por el artículo 170 inc 2º del C.C.Y.C no se encuentra configurado el retardo de justicia en el sentido normativo, desde que la Cámara de Apelaciones ha resuelto las peticiones que se han suscitado en el transcurso del trámite mediante los respectivos proveídos y todavía se encuentra dentro del plazo legal previsto para expedirse sobre el fondo del recurso de apelación planteado.--------

V) Sin perjuicio de ello y atento a lo expresado por la accionante de que se encuentran en juego derechos de una niña y de que el conflicto planteado se dá en el marco de una situación de violencia de género – extremo que no está acreditado en autos-, es menester que la Excelentísima Cámara de Apelaciones, de corroborar que existe esta situación invocada por la actora, arbitre todos los medios necesarios y establezca prioridad para resolver casos como los planteados en el sub examine, puesto que como órganos del Poder Judicial, nos cabe la obligación de actuar con premura ante conflictos que tengan por protagonistas a grupos vulnerables, evitando dilaciones innecesarias, en cumplimiento de las responsabilidades asumidas por el Estado ante lo establecido por las convenciones internacionales suscriptas.-----------------------------------------------

Por consiguiente y en atención a lo expuesto se concluye que no se ha configurado el retardo de justicia denunciado.-----------------------------------------------

VI) Por todo lo expuesto, Se Resuelve: I) Rechazar el Recurso por Retardo de Justicia.- Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Voto Dr. Eduardo José Ramón Llugdar con Adhesión de la Dra. Ana Rosa Rodriguez:


Y Vistos: Para resolver el recurso de retardo acción de justicia articulado a fs. 23/26 de autos.-------


Y Considerando: I)  Que el sufragio emitido por el magistrado que me precede en orden de votación, contiene una relación de la causa que satisface las exigencias legales, sito en los Considerandos I a II por lo que en honor a la brevedad, se remite a ella.-------


II) Cabe adicionar en este estado de la litis, que esta Magistratura en fecha 10/12/2019 a fs. 32 solicito con carácter de Medida para mejor Proveer urgente, que se remitan desde la Cámara de Apelaciones Civil y Comercial de la II Nominación, los expedientes ligados a estos obrados “Expte Nº 623818 Ordoñez Navarro Nilda Carolina S/ Autorización para radicar a la menor M. G. O. en la Ciudad de Córdoba” y el Expte Nº 623817  “Ordoñez Navarro Nilda Carolina S/ Autorización para radicar a la menor M. G. O. en la Ciudad de Córdoba”, lo que es acogido favorablemente por decreto de fecha 12/12/2019 de este Alto Cuerpo siendo incorporados a estos obrados por cuerda floja conforme constancias de decretos  a fs. 35 y 53 de autos, sumado a que en esta última providencia se incorporan copias de un cuadernillo formado por la presentación de la Directora Nacional de Protección Integral y Articulación de acciones Directas  del INAM,  cuyo original  se glosa asimismo por cuerda floja.--------


III) Que previo a resolver la presente acción, es oportuno abordar el aspecto formal de la competencia y se vislumbra en dicho cometido que el suscripto ha  comprometido criterio en relación a la temática en debate en su ponencia en autos  “Garay Di Lullo Marta s/ Recurso por Retardo de Justicia” Sentencia del STJ de fecha 12/05/2014, ponencia que fue acompañada por los restantes miembros de esta Alto Cuerpo, postura que se sostiene a sus efectos. A este respecto, es dable recordar que en dicho precedente se delinean las premisas atinentes a la competencia de este Excmo. STJ a los efectos de dar respuesta a casos como el puesto a estudio, al decir: “ Cabe en primer lugar efectuar un análisis de la competencia de este tribunal respecto a las materias que conforman el tema a decidir en la presente causa y en especial cuando el Ministerio Público Fiscal ha dictaminado que conforme el articulo 193 inc. 1 no sería competencia originaria y exclusiva de éste Cuerpo los Recursos por Denegación o Retardo de Justicia contra Juzgados de Primera Instancia al expresar la norma mencionada que dichos recursos deben ser promovidos contra las cámaras o sus miembros. En efecto la norma constitucional  si bien en su expresión literal refiere del modo al que alude el Sr. Fiscal, es de mencionar que no existe otra norma que consagre la competencia de tribunal alguno respecto a la denegación o retardo de justicia incurridos por los juzgados de primera instancia y si bien el Código Procesal Civil en su artículo 170 alude a la demora en pronunciar las resoluciones judiciales, nada dice en cuanto a la dilación de los procesos por conductas atribuibles a los jueces u organismos jurisdiccionales. Conforme a lo expuesto, y ante el vacío legislativo al respecto, nada empece a que la máxima autoridad jurisdiccional de la provincia pueda atender las cuestiones vinculadas a denuncia de retardo o denegación de justicia también de los juzgados de primera instancia, máxime cuando se encuentran en juego derechos de grupos vulnerables tales como lo son los niños, niñas o adolescentes y ante la gravedad de la denuncia efectuada como lo es el de retardo injustificado de los órganos jurisdiccionales que deben resolver acerca de dichos derechos. En conclusión este tribunal resulta competente para entender en el recurso de retardo o denegación de justicia de todos los organismos involucrados en el escrito postulatorio.”.----------------------------------- 


A  ello debe sumarse lo normado por el art. 48, inc. 1 de la Constitución  de esta provincia referido a que “todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión”.----------------------------


Así las cosas – en prieta síntesis- es el Superior Tribunal de Justicia en Pleno el competente para entender en las acciones de denegación de justicia no solo  promovidos contra las cámaras o sus miembros, conforme lo preceptuado literalmente por el art. 193 inc. 1 d) de la Constitución Provincial, sino también en aquellos casos en los que se denuncien el supuesto accionar dilatorio en los que incurran los juzgados de primera instancia, puesto que al no existir una norma que contemple este supuesto, no empece a que el Máximo Tribunal provincial entienda en el asunto, máxime cuando en los casos como el presente, se hallan en juego los derechos y garantías de las personas en situación de vulnerabilidad.--------------------------- 



IV) Que  ingresando a la temática en cuestión, cabe sostener, que aludir a retardo de justicia implica abordar un concepto indeterminado, y puede afirmarse que existe un grado de consenso en la doctrina de los autores como en la jurisprudencia que  establecer el factor tiempo en los procesos judiciales ha sido y será siempre vital a la hora de definir las cualidades propias de cada proceso. 



También resulta ineludible aplicar los principios rectores desarrollados por este Alto Tribunal en la causa “Garay” antes mencionada. En efecto, allí se ha hecho hincapié en el principio de la celeridad procesal, en virtud del cual todos los organismos jurisdiccionales de cualquier jerarquía o grado y fuero, tienen el deber de impartir justicia en el menor tiempo posible, en atención a que el principio referido es uno de los componentes más importantes de la garantía de la tutela judicial efectiva.---------------------------------


Por otro lado, se ha dicho que tal obligación resulta reforzada en casos en que -como en el caso que nos ocupa-, se encuentran en juego los derechos y garantías de las personas en situación de vulnerabilidad, vinculados a los derechos de Niños, Niñas y Adolescentes y de la Mujer, lo que amerita un tratamiento y resolución de dichos conflictos, del modo más expedito posible, conforme todo ello a los lineamientos de las “Reglas Básicas de Acceso a la Justicia de las Personas Vulnerables”, también llamadas “Cien Reglas de Brasilia”, que contienen directrices para efectivizar los principios y valores que sostienen la vigencia del plexo jurídico universal de los derechos humanos.--------------------------------------------------


Lo referido precedentemente es aplicable al contexto de esta causa, que fue iniciada por la parte actora Sra. Nilda C. Ordoñez Navarro (conforme escrito de demanda de fs. 7/8 de autos de fecha 06/11/2017), quien ante una oferta laboral en la Pcia. de Córdoba, que implicaba mejores condiciones económicas para su familia - compuesta por ella y sus dos hijas, una mayor de edad estudiante y la niña M G O-, todo lo cual influiría a su entender positivamente en la crianza de su hija de cinco años ( ver  fs. 1) al tiempo del inicio de las actuaciones ( año 2017). Por dichas razones, entre otras, solicitó autorización ante la justicia de familia para radicar la residencia de la menor en la vecina provincia de Córdoba, en su ciudad capital, en un contexto de separación de hecho de los progenitores y ulterior divorcio con el padre la niña en el cuyo marco se efectuaron denuncias que revelarían un  encuadre hostil de la relación de pareja con aristas de violencia de género. Al trámite iniciado se le dio el carácter de sumarísimo de conformidad a las pautas del art. 504 del CPCC  de la provincia de Santiago del Estero (conforme decreto de fs. 10 de fecha 06/11/2017).---------------------------------------------- 



En ese entendimiento, la acción- acto de petición a la autoridad jurisdiccional-, entendida como un derecho subjetivo constitucional con fundamento en la obligación del Estado de otorgar tutela jurídica no solo afianza el primer espacio abierto, es decir, la entrada al proceso, sino, toda la instancia, lo cual significa llegar a la sentencia sobre el fondo del problema planteado, ello claro si está desarrollando el proceso en una dimensión temporal razonable. Es que el principio de la tutela judicial efectiva en los procesos de familia, dentro del marco del acceso a la justicia, abarca el de economía y el de celeridad procesales, recogiéndose así el valor y entidad que se otorga a este principio en las cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, como ya se mencionara, todo en relación directa con los principios de inmediación, buena fe, lealtad procesal, oficiosidad y oralidad. En dicho sentido "si la tutela judicial efectiva de las víctimas y de las personas en situación de vulnerabilidad se identifica como una necesidad, como un imperativo de nuestro orden jurídico, debe ser concretada en los procesos judiciales y si las partes o los representantes de los Ministerios Públicos no solicitan las medidas tendientes a articular los recursos necesarios para concretar la protección, debe el juez disponer lo necesario" (Cfme. Caramelo Díaz, Gustavo D. "Activismo judicial y derechos sociales". Revista Pensar en derecho N°6 Año 4, Eudeba , Universidad de Buenos Aires , 2015, Buenos Aires, pág. 112 y ss.).----------------------------


La  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, siguiendo la doctrina de la CorteIDH en el caso Nº 18, “L.M, Medidas previsionales respecto de Paraguay” en resolución de fecha 1/07/2011, ha sostenido que: "el retardo en los procesos, puede determinar el carácter irreversible o irremediable de la situación de hecho y volver perjudicial para los intereses de los niños y, en su caso, de los padres biológicos, cualquier decisión al respecto […] por los intereses en cuestión, los procedimientos administrativos y judiciales que conciernen la protección de los DDHH de menores de edad, deben ser manejados con una diligencia y celeridad excepcionales por parte de las autoridades", criterio que también adopta la CSJN al sentar que cuando se trata de resguardar el interés superior del NNyA, atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia y la naturaleza de las pretensiones, encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con particular tutela constitucional.-------------------------


V) Conforme los estándares propios en causas de este tribunal, de la CSJN y del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en este tipo de procesos priman la urgencia y celeridad excepcional, por lo que el juez como director del proceso en los términos del arts. 34 y 36 del CPCC de la Pcia., debe buscar las mas aptas alternativas para encausar por vías expeditas el proceso.--------------


De este modo cobra relevancia lo sostenido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos  respecto de la formula plazo razonable, al concebirlo como un concepto jurídico indeterminado que debe ir recortándose en su flexible y ajustable adaptabilidad a distintos parámetros sociológicos y jurídicos dentro de los cuales cobra relieve la manifestación de un proceso determinado y la consecuente respuesta jurisdiccional (Caso "Zimmerman y Steiner" del 13 de julio de 1983). Ello en consonancia con lo establecido por la CSJN en el sentido de que "los procedimientos que conducen a plantear contiendas insustanciales no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos requerida por buena administración de justicia (Fallos 271- 121/122)" o, también, destacando que "... si las sentencias pudieran dilatar sin término la decisión referente al caso controvertido, los derechos podrían quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e injustificado perjuicio de quienes los invocan" (Fallos 244-35/37).-----



También el TEDH para determinar la razonabilidad del plazo procesal ha establecido un método que comprende el conjunto del trámite lo que dio en  llamar “análisis global del procedimiento”, doctrina receptada por la CorteIDH en el caso “Genie Lacayo vs. Nicaragua” de 1997, y en dicho contexto del análisis global del proceso, la CSJN ha identificado un parámetro objetivo para determinar si ha habido un retardo irrazonable por parte de los órganos judiciales en definir la situación –en el caso del actor-, considerando se debe tomar en cuenta las normas que tienen por objeto modular los tiempos del proceso –en el presente caso trámite sumarísimo- para lograr una duración afinada, es decir, adaptada a las específicas características del caso” (Fallos 332:2159).----------------------------------------


Si bien es cierto el retraso general en el servicio de la justicia constituye un fenómeno de origen multicausal, entre los que se destacan la escasez de medios materiales y de personas, el exceso de trabajo, los crecientes índices de conflictividad, el rol activo que la ciudadanía exige de los magistrados y las nuevas problemáticas sociales que no siempre encuentran –como contrapartida- nuevas y adecuadas herramientas para ser atendidas por la judicatura, ello no es óbice para que un proceso sumarísimo insuma el retardo de mas de  dos años para un trámite que constituye un cometido propio y de labor cotidiana de los órganos judiciales intervinientes, que además no presenta ninguna complejidad, sin perjuicio de peticiones impertinentes de las partes que obtuvieron respuestas “insustanciales” de la jurisdicción, sin advertir que existen en juego definiciones del centro de vida de una niña, lo que a no dudar, integra un concepto clave en la consideración del “interés superior del niño”, y ante el evidente conflicto entre sus progenitores, ni la jurisdicción y ni los ministerios públicos – defensa y fiscalía- advirtieron proveer a la niña un defensor de sus propios intereses en los términos del art. 12 de la Convención Internacional de Niños y Niñas, inc. c, del art. 27 de la ley 26.061,  ya que la designación del abogado del niño por parte del tribunal o juzgado actuante es -cuanto menos- una facultad del órgano judicial, merced a los principios de tutela judicial y oficiosidad que establecen los arts. 706 y 709 del CCCN, cuando se perciba un conflicto de intereses entre el progenitor que lo representa y el menor de edad.----------------------------


En dicho sentido en la causa Expte 19105/2018 “Denuncia formulada por Moira Alejandra Curi c/ Raul Amadey y Otro SD Promoción y facilitación de la Corrupción E.P  menor – Acción de Retardada justicia (Sentencia del STJ Serie C Nº 31 del 13/06/2019)”, este tribunal sostuvo que: “... sin hesitación alguna, cabe destacar la vulnerabilidad de la denunciante, en tanto que menor de edad, se encuentra en una situación de desigualdad cuando participa de un proceso judicial. En virtud de esa condición de vulnerabilidad, los Estados partes deben adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la “Defensa Eficaz de los Propios Intereses”, conforme la Opinión Consultiva (OC-17/2002) solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos referida a la condición jurídica y derechos humanos del niño”.------- 



VI) Que sin perjuicio del reconocimiento de los derechos de la parte actora y en especial poniendo el acento en la vulnerabilidad propia de la niña MGO, la complejidad de los derechos en juego y su posible puja o contraposición (derecho de trabajar de la Sra. Nilda Carolina Ordoñez Navarro y/o/vs el interés superior de la niña que ha de insuflar decisiones judiciales que impacten en su vida), se estima que debe analizarse el comportamiento procesal de las partes, como así también de las demás operadores jurisdiccionales involucradas y de los organismos jurisdiccionales, a fin de verificar la existencia o no de actos de negligencia, demoras y de cualquier otro tipo que implique un reproche a la actuación de quienes tienen a su cargo los distintos juzgados y tribunales en la dilación de los procesos en cuestión, que pudiese afectar el plazo razonable del proceso vinculado al contexto particular del mismo.-------


VII) En esa línea, se observa que el proceso se origina con la interposición de la demanda de la parte actora a fs. 7/8 de autos en fecha 06/11/2017, la que cursaría originariamente bajo el tramite sumarísimo ante el Sr Juez de Familia de la I Nominación Dr Billaud (a fs. 10 de autos). Queda trabada la litis con la contestación de la misma evacuada por el progenitor Sr. Gerardi a fs. 61/64 de autos en fecha 19/12/2017. La parte demandada recusa con causa al Sr Juez interviniente por escrito de fecha 15/01/2018 a fs. 96/97 de autos, todo lo cual inicia un derrotero procesal que trajo aparejado que la causa en cuestión fuera resuelta de manera definitiva por el juez originario recién en fecha 03/10/2019 a fs. 360/362 (casi dos años después de su inicio), transitando en el ínterin tanto por el juzgado de familia de Segunda Nominación – magistrada que se excusó de intervenir alegando violencia moral suscitada por el accionar de la parte actora, conforme constancias de fs. 190 de autos; y paradójicamente en el devenir del proceso el día 17/04/2019 a fs. 224 por imperio de la excusación formulada por su par la Sra. Jueza de Familia de III Nominación volvió a intervenir en autos hasta su definitiva desvinculación de la causa en fecha 16/07/2019 por decreto como consecuencia de la previa recusación con causa por casual de enemistad formulado por la parte actora- así como por el similar de Tercera Nominación de esta ciudad (la que se excusa en dos oportunidades procesales en fecha  29/03/2019 a fs. 205 y en fecha 03/07/2019 a fs. 249 vta. ) y hasta por el Colegio de Jueces Nº 2 interviniente en la feria judicial de julio de 2019 (a fs. 280 en fecha 26/07/2019) siendo que a fs. 283 el día 01/08/2019 recién queda radicado el expediente en el juzgado de familia de I Nominación de manera definitiva reiterando que se dicta la sentencia el día 03/10/2019.Cabe poner de relieve entonces que tal como se anticipó en los párrafos precedentes todos sujetos intervinientes en el proceso han coadyuvado al resultado final de demorar el proceso, en perjuicio de los intereses que se debieron tutelar ya referenciados todo ello en detrimento de los estándares constitucionales y convencionales que han de ser observados en sus acciones por los magistrados, máxime en su carácter de directores del procedimiento. A dicha falencia en las actuaciones jurisdiccionales se le suma una omisión igualmente reprochable cual es la carencia de postulación y/o designación de la figura del abogado/ a del niño/a que habría de garantizar con su intervención la mayor tutela y resguardo de los intereses de la menor en el contexto indicado supra.-------------------------------------------


De otro lado, también se advierte que existen claros intereses contrapuestos entre la niña y uno de sus progenitores y  de estos entre si, por lo que la jurisdicción, así pues la designación  por las autoridades judiciales de un  abogado especializado, estaría a tono de las previsiones  convencionales, constitucionales y legales. Ello pues no basta la capacidad técnica de la asistencia letrada en derechos de la infancia y adolescencia sino además se demanda su carácter autónomo, y pone en principio en interpelación la autonomía requerida, tanto por el art. 12 de la CIDNN, y las normas internas de protección como la Ley 21.061 y el CCC requieren que la elección del mismo, si bien sea la libre expresión de voluntad de la menor, lo tendrá que ser en función de que no tenga vínculos ni conflictos de intereses con los progenitores.---------------------------


En efecto, el art. 12 del instrumento internacional pertinente, resalta que los Estados parte deben garantizar a que los Niños, Niñas y Adolescentes (NNA) estén en condiciones de formar un juicio propio y el derecho a expresar su opinión libremente, dándole la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo, en forma directa o a través de su representante. Y en su sintonía, la Ley 26.061 remarca en estos casos, que la participación en el juicio debe ser mediante un letrado que además sea independiente de sus progenitores para garantizar una participación verdaderamente autónoma y, sin que implique hacer juicio sobre estos últimos, el sentido de la norma lo es a los fines de que el Interés Superior del Niño (ISN) no se vea interferido por cuestiones externas o ajenas al mismo.----


Al respecto, hay que tener en cuenta que, si bien los NNA que se encuentran en el margen legal de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CIDN) son sujetos de derecho plenos, ello no desatiende, conforme lo ha sostenido la CSJN “... que es un ser que transita un todavía inacabado proceso natural de su constitución de su aparato psíquico y de incorporación y arraigo de valores propios y normas que hacen a la convivencia pacífica de una sociedad democrática”.-------- 



Por dichos motivos, el juzgado o tribunal debe tomar recaudos especiales, y uno de ellos debe ser que el abogado propuesto no pertenezca a la órbita de alguno de sus padres, como modo de asegurar el desempeño autónomo de aquél, y que la expresión del NNyA sea verdaderamente genuina y no una reproducción de la opinión del padre o de la madre, para asegurar la defensa con las características indicadas.------------------------------------------------


En definitiva, el abogado del NNyA, para alcanzar la autonomía exigida por la ley, debe ser ajeno a la órbita de influencia de alguno de sus padres, en todo sentido.--------------------------------------------------


Por todo lo expuesto, se considera que lejos de devenir abstracta la pretensión inicial de la demanda, pese a la perención de los plazos propuestos por las exigencias de la parte actora, la misma se mantiene viva y surge necesaria su adecuado abordaje por la justicia especializada de familia, por lo que se estima pertinente acoger favorablemente la petición aquí intentada y remitir en consecuencia estos obrados al juez natural a sus efectos.--------------------------------------------------

Por todo lo expuesto, normas legales aplicadas, doctrina y jurisprudencia reseñadas y oído el Señor Fiscal General del Ministerio Público a fs. 30/30 vta. Se resuelve: I) HA LUGAR  la acción de retardo de justicia formulada por la  Sra. Ordoñez Navarro Carolina a fs. 23/26 de autos.  II) En su mérito, remitir las actuaciones a la Cámara de apelaciones en lo Civil y Comercial de II Nominación – juez natural en la instancia de la causa- a los efectos de que aborde la temática en juego bajo las premisas delineadas en la presente ponencia, allanado las vías expeditas para el pronunciamiento definitivo.- Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodriguez –Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, treinta de diciembre de dos mil dieciueve.-


En mérito al resultado de la votación que antecede, el Excmo. Superior Tribunal de Justicia, por mayoría de votos, Resuelve: I) Rechazar el Recurso por Retardo de Justicia.- Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ana Rosa Rodriguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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